
 

PROPIEDAD COMUNITARIA INDÍGENA EN ARGENTINA  1

1- Introducción 

En 1994 Argentina modificó su Constitución Nacional e incorporó el artículo 75 inciso 17 que               
realiza una serie de reconocimientos y garantiza derechos colectivos a los pueblos indígenas,             
receptando así (al menos en las normas jurídicas) una concepción pluralista y respetuosa de la               
diversidad cultural. El nuevo artículo, conquistado luego de largos y diversos procesos de lucha,              
reconoce la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos, la personería             
jurídica de sus comunidades y la posesión y propiedad comunitaria de las tierras que              
tradicionalmente ocupan, regula la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo             
humano, garantiza el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural                
y asegura la participación indígena en la gestión de los recursos naturales y a los demás intereses                 
que los afecten. 

De esta manera, nuestra ley fundamental, reconoce por primera vez algo que podría parecer              
evidente: la existencia de las comunidades indígenas y sus instituciones con carácter previo al de               
cualquier otra entidad del Estado en todos sus niveles. Esta afirmación del máximo rango jurídico               
implica la necesidad de revisar los diferentes actos de despojo que se produjeron a lo largo de la                  
historia de los últimos siglos en su perjuicio, pues se asentaron sobre bases absolutamente              
ilegítimas. Les permite además a las comunidades relacionarse en un status de igualdad con el               
resto de las instituciones oficiales. 

Este punto de partida es esencial ya que los pueblos indígenas han sido objeto de graves                
violaciones a los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales por su condición de              
indígenas, además de la falta de reconocimiento hasta hace poco tiempo de su condición de               
sujeto colectivo portador de derechos particulares. La nueva orientación jurídica obliga a            
comprender el orden y las cosmovisiones indígenas como procesos con autonomía propia.            
Supone tener en cuenta que todas las culturas tienen concepciones propias sobre la dignidad              
humana y a partir de allí desarrollan una serie de instituciones sustentadas en principios y valores                
que les permiten identificarse como sociedad. 

1 El presente documento de trabajo fue elaborado por ​Rodrigo Solá ​para ENI Argentina.  
La Plataforma ENI, fue creada en febrero de 2018, por las cuatro organizaciones miembro de la                               
Coalición Internacional por la Tierra (ILC) en Argentina –​Fundapaz​, ​Fundación Plurales​, ​Redes                       
Chaco y ​Federación Agraria​-. A ellas se sumaron más de 40 instituciones, entre las que se                               
encuentran organizaciones de base, organizaciones campesinas, comunidades indígenas, redes y                   
colectivos de segundo orden, ONGs, instituciones públicas y privadas. El principal objetivo de la                           
plataforma ENI es alcanzar cambios en políticas públicas, agendas y prácticas sociales que                         
garanticen el acceso, uso y gestión de la tierra, el agua y otros recursos naturales para las                                 
organizaciones campesinas e indígenas, mujeres y jóvenes de la región del Chaco argentino. Más                           
información : ​www.eniargentina.org  
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Esto debe interpretarse en consonancia con el principio de autodeterminación de los pueblos             
indígenas reconocido por el ordenamiento jurídico argentina y la Corte Interamericana de            
Derechos Humanos. Conforme a éste los pueblos indígenas “​determinan libremente su condición            
política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural​” y habilita “​la autonomía              
y el autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, así como a                
disponer de medios para financiar sus funciones autónomas​” (art. 3 y 4 Declaración de la ONU                
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas).  

Como consecuencia de este principio los pueblos indígenas, como sujetos colectivos plenamente            
capaces y libres, definen la relación con el territorio, administran los bienes naturales, deciden por               
sí mismos la adopción de su propia forma de gobierno, establecen sus instituciones políticas,              
eligen a sus autoridades comunitarias sin injerencia externa, resuelven conflictos comunitarios           
conforme a sistemas de administración de justicia tradicionales, defienden la vigencia del derecho             
consuetudinario, adoptan nuevas normas jurídicas, como así también adoptan y exigen el respeto             
de su modelo de desarrollo económico, social y cultural. Para la relación con el Estado se reservan                 
los institutos de la participación, consulta previa y consentimiento previo, libre e informado.  

Es sabido, además, que lejos de la concepción individualista de las sociedades occidentales, las              
comunidades indígenas mantienen una relación íntima con la tierra y que todo el entramado              
social comunitario se asienta sobre este entendimiento. Así, la idea de propiedad sobre la tierra               
no tiende a asegurar medios de producción o acumular bienes sino a garantizar su propia               
existencia como comunidad con una identidad particular. Esto principios llevaron a que la             
Constitución Nacional cree una nueva figura jurídica y garantice el derecho a la posesión y               
propiedad comunitaria indígena.  

En este texto profundizaremos en la regulación y ejercicio del derecho a la posesión y propiedad                
comunitaria, clarificando alcances y estándares, sobre la base del respeto a la            
autodeterminación e identidad indígena. Se utiliza como base lo dispuesto por la Constitución             
Nacional, por el Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países               
Independientes, por la Declaración de Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas             
y por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en especial en el caso “Comunidades              
Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Honhat vs Argentina” por su gran relevancia.             
Analizaremos en profundidad la Ley Nacional N° 26.160 que dispone la emergencia en materia              
de propiedad comunitaria indígena, tanto en aspectos normativos como de ejecución.           
Finalmente, se compartirá información sobre proyectos legislativos de regulación de la           
propiedad comunitaria que se presentaron en los últimos años y algunas notas para abrir el               
debate sobre pautas para una posible ley de propiedad indígena en Argentina.  

2- El derecho a las tierras-territorio 

El Estado argentino reconoció que la relación que los pueblos indígenas mantienen con sus tierras               
y territorios es fundamental para que puedan desarrollarse y reproducirse social, económica y             
culturalmente. Para decirlo de una manera más sencilla, tomó en cuenta que respetar y proteger               
el vínculo que los pueblos indígenas tienen con sus tierras y territorios, es necesario para que                
puedan sobrevivir como pueblos. 

Este reconocimiento está plasmado en la Constitución Nacional y en instrumentos           
internacionales, como el Convenio 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los                 
Derechos de los Pueblos Indígenas. Cuando en estos textos se menciona la palabra “tierra”,              
dentro de ella queda comprendida todo el territorio que los pueblos indígenas emplean o al que                
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tienen acceso de alguna forma: bosques, ríos, lagunas, montañas y mares, la superficie y el               
subsuelo. 

Como ya señalamos, el resto de las leyes y las decisiones gubernamentales tienen que adecuarse               
a la Constitución y a los instrumentos internacionales, que tienen un valor normativo superior. 

En ellos encontramos que el Estado argentino se obliga a realizar una serie de acciones para                
proteger esta relación tan particular que los y las indígenas tienen con sus tierras y territorios. 

• Proteger el derecho de propiedad y posesión. 

• Demarcar y titular las tierras de ocupación tradicional. En el título que se entregue deberá                
constar que estas tierras no son enajenables (no se pueden vender ni regalar), transmisibles ni               
susceptibles de gravámenes (tasas, impuestos) o embargos. 

• Establecer procedimientos para solucionar las reivindicaciones de tierras que efectúen los            
pueblos indígenas. 

• Sancionar las intromisiones y usos no autorizados de tierras indígenas. 

• Proteger los derechos de los pueblos indígenas al uso, administración y conservación de los               
recursos naturales existentes en sus tierras. 

• Evitar los traslados de las tierras que ocupan y garantizar el derecho al regreso. 

La tierra y territorio que tradicionalmente ocupan las comunidades indígenas son la base de la               
economía y permiten su supervivencia como comunidad. Son también la base de su vida espiritual               
y su identidad cultural. La pérdida de las tierras amenaza la subsistencia de estas comunidades y                
pueblos. Respetar y proteger el vínculo que los pueblos indígenas tienen con sus tierras y               
territorios, es necesario para que puedan sobrevivir como pueblo. 

Garantizar la propiedad de su tierra, es condición para que los pueblos indígenas puedan gozar de                
autonomía, y vivir como lo hacían desde tiempo inmemoriales. Asimismo, el territorio indígena no              
es solamente aquel que hoy en día ocupan, sino los territorios a los que han tenido                
tradicionalmente acceso para realizar sus actividades. 

Sin embargo, actualmente el derecho a la tierra ha traído innumerables conflictos. Las             
comunidades indígenas pierden sus tierras o el control de las mismas a manos del Estado o de                 
particulares. 

3- Ley N°26.160 

En el año 2006, en respuesta al clamor de las Comunidades Indígenas que veían cada vez más                 
amenazadas sus tierras, se sanciona la Ley Nacional N° 26.160 de Emergencia de la Posesión y                
Propiedad Comunitaria Indígena. Esta ley garantiza, por el tiempo de su vigencia, la suspensión de               
los desalojos a Comunidades Indígenas y demanda la realización de un relevamiento técnico             
jurídico y catastral de todos los territorios indígenas. Debido al elevado nivel de ejecución (sobre               
el que volveremos más adelante) esta norma ha debido prorrogarse en tres oportunidades,             
siendo la última la de la Ley N° 27.400 que establece su vigencia hasta el 23 de noviembre de                   
2021.  
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En primer lugar, la ley declara la emergencia en materia de posesión y propiedad de las tierras                 
que tradicionalmente ocupan las Comunidades Indígenas originarias del país, por el término de             2

cuatro años. Esta declaración abarca a todas las Comunidades sin distinción, prescribiendo que             
sus disposiciones comprenden tanto a las que tienen personería jurídica inscripta en el Re.Na.C.I.,              
como a las que se encuentran inscriptas en algún organismo provincial, como así también a               
“aquellas preexistentes”, es decir las que no cuentan con reconocimiento oficial, pero sí cumplen              
con todos los requisitos para ser consideradas como un sujeto diferenciado de peculiaridad             
asociativa de índole indígena (Art. 1). El Decreto Reglamentario confirma esta tesitura            
remarcando que “se entenderá por ‘aquellas preexistentes’ a las comunidades pertenecientes a            
un pueblo indígena preexistente haya o no registrado su personería jurídica en el Registro              
Nacional de Comunidades Indígenas (Re.Na.C.I.) u organismo provincial competente” .  

3

Seguidamente se dispone la suspensión por el mismo plazo de la ejecución de sentencias, actos               
procesales o administrativos, cuyo objeto sea el desalojo o desocupación de las tierras ocupadas              
por Comunidades Indígenas. Para ello, se establece que la posesión debe ser actual, tradicional,              
pública y encontrarse fehacientemente acreditada (Art. 2). 

Ambos artículos pretenden generar un marco de protección excepcional que sirva de resguardo             
para que las Comunidades Indígenas puedan avanzar en trámites administrativos o judiciales para             
la regularización dominial de sus tierras, sin temor a ser expulsadas de ellas a modo de represalia.  

Para avanzar con este objetivo la ley encomienda al Instituto Nacional de Asuntos Indígenas (INAI)               
la realización de un relevamiento técnico, jurídico y catastral de la situación dominial de las tierras                
ocupadas por las Comunidades Indígenas, en un plazo de tres años. Para su concreción se prevé la                 
articulación con el Consejo de Participación Indígena, los Institutos Aborígenes Provinciales,           
Universidades Nacionales, Entidades Nacionales, Provinciales y Municipales, Organizaciones        
Indígenas y Organizaciones no Gubernamentales (Art. 3).  

El Decreto Reglamentario confirma al INAI como autoridad de aplicación de la ley y lo habilita para                 
aprobar los programas que fueren menester para la correcta implementación del relevamiento            
técnico-jurídico-catastral de la situación dominial de las tierras ocupadas por las Comunidades            
Indígenas originarias del país, para la instrumentación del reconocimiento constitucional de la            
posesión y propiedad comunitaria. Aclara que los citados programas deberán garantizar la            
cosmovisión y pautas culturales de cada Pueblo, y la participación del Consejo de Participación              
Indígena en la elaboración y ejecución de los mismos, en orden a asegurar el derecho               
constitucional a participar en la gestión de los intereses que los afecten. 

Con respecto a las Comunidades preexistentes contempladas en el artículo 1º, que ejerzan             
posesión actual, tradicional y pública, prescribe la reglamentación que el INAI resolverá su             

2 ​El artículo reproduce la fórmula del artículo 75 inc. 17 de la Constitución Nacional que prescribe como                  
atribución del Congreso el garantizar la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente               
ocupan (las Comunidades Indígenas). Este concepto debe interpretarse de forma conjunta con el Convenio              
169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (aprobado por Ley Nacional N°                 
24.071), pues éste establece en su artículo 13.2 que la utilización del término tierras deberá incluir el                 
concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los Pueblos interesados                 
ocupan o utilizan de alguna otra manera. 
3 ​Este es un acierto de la ley, pues el eje central de la cuestión radica en la existencia de Comunidad Indígena,                      
siendo la personería jurídica el instrumento administrativo a través del cual el Estado operativiza su               
reconocimiento oficial, el cual no la constituye, sino que actúa como una mera declaración. Las Comunidades                
Indígenas son sujetos colectivos, preexistentes al Estado Nacional y Provincial y aún sin personería jurídica               
deben ser reconocidas y respetadas como tales.  
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incorporación al relevamiento mencionado, previa consulta y participación del Consejo de           
Participación Indígena. 

Para afrontar los gastos que demande el relevamiento, las labores profesionales y los eventuales              
programas de regularización se crea un fondo especial, asignado al INAI, de $30.000.000 (treinta              
millones de pesos), divididos en tres ejercicios presupuestarios consecutivos de $10.000.000 (diez            
millones de pesos) cada uno (Arts. 4 y 5).  

La ley tiene carácter de orden público, se asocia con los principios y fines fundamentales a los que                  
adscribimos como sociedad y por tanto no puede ser modificada por acuerdos entre partes.  

3.1- Programa Nacional Relevamiento Territorial de Comunidades Indígenas (Re.Te.C.I.) 

En virtud de la disposición del Decreto Reglamentario Nº1122/07, el día 25 de octubre de 2007, el                 
INAI emite la Resolución Nº 587 que crea el “Programa Nacional Relevamiento Territorial de              
Comunidades Indígenas-Re.Te.C.I.-Ejecución Ley 26.160”.  

El Programa Nacional tiene como objetivos crear las condiciones para la instrumentación del             
reconocimiento constitucional de los territorios indígenas, garantizar la participación indígena en           
la elaboración, ejecución y seguimiento de los proyectos a través del Consejo de Participación              
Indígena-CPI y realizar el Relevamiento Técnico-Jurídico y Catastral de la situación dominial de las              
tierras ocupadas en forma tradicional, actual y pública por las Comunidades Indígenas. 

El Programa de Re.Te.C.I. prevé dos formas de intervención:  

• Centralizada​: el relevamiento lo realiza el INAI en forma directa, mediante la intervención             
en campo de Equipos Técnicos de Ejecución Central. El mismo se efectiviza en aquellas provincias               
donde no se constituya la Unidad Ejecutora Provincial prevista por el Programa Nacional o en               
Comunidades cuya situación territorial se considere de extrema gravedad que amerite un            
abordaje prioritario o urgente. 

• Descentralizada​: se ejecuta a través de una Unidad Ejecutora Provincial (UEP) integrada            
por los delegados del Consejo de Participación Indígena (CPI), un representante del Poder             
Ejecutivo Provincial y el Equipo Técnico Operativo (ETO). Este último puede ser una Universidad u               
Organismo Provincial con el que se celebra un convenio particular.  

Conforme a las disposiciones mencionadas se espera que al finalizar el Relevamiento Territorial             
cada una de las Comunidades Indígenas cuente con una carpeta técnica que contenga:  

1.- Los resultados de un cuestionario socio-comunitario (CUESCI).  

2.- Levantamiento territorial del territorio de la Comunidad, que debe comprender: 

- La narrativa y croquis del territorio que en forma tradicional, actual y pública ocupa cada                
Comunidad relevada, realizada con su participación. 

- La cartografía temática elaborada con los datos del levantamiento del territorio comunitario. 

- La base cartográfica y base de datos en formato digital. 

3.- Un Informe Histórico Antropológico, que fundamente la ocupación actual, tradicional y pública             
del territorio que ocupa la Comunidad, dando cuenta de la historia de los procesos que               
determinaron la situación territorial actual.  
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4.- Un dictamen jurídico que incluya el estudio de títulos relevado, y el desarrollo de las                
estrategias jurídicas correspondientes a la condición dominial que ostente dicho territorio           
demarcado, tendiente a la efectiva instrumentación del reconocimiento constitucional de la           
posesión y propiedad comunitaria. 

El relevamiento previsto en la Ley Nº 26.160 y sus reglamentaciones concluye con una resolución               
administrativa que reconoce la carpeta con todos los instrumentos mencionados. A este            
relevamiento no se le asigna valor de mensura, no se lo inscribe en los registros de catastro                 
provinciales, ni tiene por objetivo resolver conflictos internos ni con terceros, mucho menos             
reconoce títulos de propiedad ni establece procedimientos concatenados o acciones judiciales           
para acceder a la titulación. No obstante, en la práctica las resoluciones de aprobación de               
relevamientos han sido muy útiles, ya que configuran un acto administrativo perfecto que pueden              
presentarse en sede judicial, acreditan fehacientemente la posesión y ofrecen la posibilidad de             
contar con elementos técnicos que adquieren valor probatorio que de otro modo hubiera sido              
muy difícil de acceder por lo costoso.  

Aún así debemos decir que pese a la importancia de la norma como herramienta procesal que                
suspende los desalojos, no garantiza la demarcación, delimitación y titulación, por tanto, los             
procedimientos estipulados no pueden ser valorados como acordes a los estándares           
internacionales para garantizar las reivindicaciones territoriales indígenas. 

3.2- Prórrogas a la Ley N°26.160 

Desde los inicios de su vigencia el Programa Nacional Relevamiento Territorial de Comunidades             
Indígenas (Re.Te.C.I.) tuvo un muy bajo porcentaje de ejecución. Esto fue objeto de reiteradas              
quejas por parte de las propias comunidades indígenas, de organizaciones no gubernamentales y             
de organismos internacionales.  

En el año 2009, a punto de vencerse los plazos establecidos legalmente, el Congreso de la Nación                 
aprueba una prórroga tanto de la emergencia territorial, como de la suspensión de los desalojos y                
del relevamiento territorial. La fundamentación refiere a “inconvenientes que venían de arrastre y             
que han provocado demoras en la realización del relevamiento en su totalidad” . Eludiendo             

4

responsabilidades institucionales indica: “no venimos a señalar culpas. Tampoco a justificar           
atrasos. Simplemente constatamos una realidad objetiva que debe ser subsanada” ​. 

5

Sancionada el día 18 de noviembre, la Ley Nacional Nº 26.554 prorroga todos los plazos               
establecidos en la Ley Nº 26.160 hasta el 23 de noviembre de 2013. Asigna además para cada uno                  
de los tres ejercicios presupuestarios posteriores un crédito de $10.000.000 (diez millones de             
pesos) destinados al Fondo Especial del relevamiento territorial. 

En el año 2013 el panorama no era diferente, se advierte nuevamente un mínimo avance en la                 
ejecución y la necesidad de prorrogar la ley por otro período. Así, mediante la Ley Nacional N°                 
26.894, sancionada el 25 de septiembre, el Congreso de la Nación prorroga todos los plazos hasta                
el 23 de noviembre de 2017 y renueva el Fondo Especial para la realización del relevamiento,                
aunque ya no menciona montos concretos por ejercicios, sino que instruye al Poder Ejecutivo              
Nacional para asignar “las partidas necesarias” para el cumplimiento del fin.  

4 ​Fundamentación del Proyecto de Ley.  
5 ​Idem anterior.  
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A mediados de 2017, conforme a datos proporcionados por el INAI al Senado de la Nación, sólo el                  
30% de las Comunidades Indígenas del país contaban con el relevamiento culminado , lo cual              

6

justificó la presentación de un nuevo proyecto de prórroga. El trámite y debate parlamentario se               
da en un momento de elevada conflictividad, violencia y represión en territorios indígenas,             
principalmente en el sur del país. Este escenario llevó a que el arco político se dividiera,                
mostrándose unos legisladores a favor de prorrogar la suspensión por cuatro años, otros en              
contra de la posibilidad de prolongar los plazos o bien extender los plazos de suspensión por un                 
periodo considerablemente menor y finalmente hubo quienes sostenían la posición de aprobar un             
plazo que sea improrrogable. Desde el Poder Ejecutivo Nacional se propiciaba la renovación por              
dos años y medio . En el debate parlamentario se planteaba además escandalosos niveles de              
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inejecución presupuestaria, de modo que la inejecución del relevamiento no se debería tanto a              
una cuestión de recursos económicos, sino a una impericia o falta de voluntad política, acentuada               
con el correr de los años.  

Tras intensas jornadas y gracias a la presión ejercida por las Comunidades y organizaciones              
indígenas, el 8 de noviembre se sanciona la Ley N° 27.400 que prorroga una vez más los plazos de                   
emergencia y suspensión de desalojos en territorios indígenas, hasta el 23 de noviembre de 2021.               
Se renuevan también las partidas para atender al fondo especial del relevamiento.  

3.4 Estado actual del relevamiento 

A diferencia de otros momentos en los cuales no fue posible acceder a información oficial               
respecto a datos de avance de cumplimiento del relevamiento territorial previsto en la Ley N°               
26.160 con características de fiabilidad, en la actualidad el Instituto Nacional de Asuntos Indígenas              
mantiene publicada la situación de cada una de las Comunidades Indígenas, lo cual permitió              
realizar los análisis que se presentarán en el apartado siguiente. Los datos se encuentran alojados               
en la página web del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación y cualquier persona                 
puede acceder a ella a través del siguiente enlace:         
http://datos.jus.gob.ar/dataset/listado-de-comunidades-indigenas 

El listado se encuentra actualizado hasta el 21 de junio de 2019, estando compuesto por 1687                
Comunidades Indígenas, inscriptas en el Registro Nacional, en organismos provinciales, en trámite            
o sin personería jurídica. Siendo la modalidad principal de ejecución del relevamiento territorial la              
modalidad descentralizada por provincia, resulta importante destacar la notoria diferencia entre           
las mismas, siendo las del norte del país las que concentran la mayor cantidad de Comunidades                
Indígenas. Encabeza el listado la provincia de Salta con 492 Comunidades, casi la tercera parte de                
la totalidad. Entre las cinco jurisdicciones provinciales que encabezan el listado (Salta, Jujuy,             
Formosa, Chaco y Misiones) reúnen 1158 Comunidades, el 68,64% del total.  

Conforme a los resultados generales se destaca que sobre el total de 1687 Comunidades del               
registro han culminado el relevamiento 652, lo cual representa el 38,65% . Dicho de otro modo, a                
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casi 14 años de la sanción de la ley, menos de cuatro Comunidades de cada diez han obtenido la                   
resolución que da cuenta de la finalización de la tarea.  

6 ​Petcoff Naidenoff, Luis. Diario de Sesiones Cámara de Senadores de la Nación, 13ª Reunión – 8ª Sesión                  
Especial. 27 de septiembre de 2017, página 31.  
7 
https://www.lanacion.com.ar/politica/buscan-limitar-la-ley-que-impide-desalojar-a-los-aborigenes-de-las-tier
ras-ocupadas-nid2066795  
8 En reuniones que mantuvo la presidenta actual del INAI Dra. Magdalena Odarda con representantes               
indígenas y con ENDEPA sostuvo que el organismo cuenta con alrededor de otras 150 carpetas concluidas                
en condiciones de ser entregadas.  
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Un siguiente nivel de análisis en torno a los valores generales arroja los siguientes datos:  

     

  Relevamientos 

 Comunidades Culminados En trámite Sin iniciar  

Cantidad  1687 652 321 714 
Porcentaje
s 100,00% 38,65% 19,03% 42,32% 

 

Del elevado porcentaje sin culminar, resulta importante remarcar que 714 Comunidades aún no             
han iniciado el proceso de relevamiento, es decir el 42,32%. Esto demuestra de modo grave y                
preocupante el nivel de mora por parte del Estado en el cumplimiento de sus obligaciones.  

En la tabla siguiente se recogen los datos generales, distribuidos por provincias, indicando valores              
nominales y porcentuales en relación a relevamientos culminados, en trámite o sin iniciar:  

 Relevamientos 

Provincia  

Culminados En trámite  Sin iniciar 

Cantidad Porcentaje Cantidad 
Porcentaj

e Cantidad 
Porcentaj

e 

Buenos Aires  23 46,00% 2 4,00% 25 50,00% 

Catamarca  2 28,57%  0 0,00% 5 71,43% 

Córdoba 6 54,55%  0 0,00% 5 45,45% 

Corrientes 0 0,00% 0 0,00% 3 100,00% 

Chaco 21 18,92% 13 11,71% 77 69,37% 

Chubut 41 41,41% 13 13,13% 45 45,45% 

Entre Ríos  2 66,67% 0 0,00% 1 33,33% 

Formosa 1 0,66% 24 15,79% 128 83,55% 

Jujuy 148 50,51% 46 15,70% 99 33,79% 

La Pampa  8 57,14% 5 35,71% 1 7,14% 

La Rioja 0 0,00% 0 0,00% 1 100,00% 

Mendoza 9 34,62% 1 3,85% 16 61,54% 

Misiones  50 45,45% 20 18,18% 40 36,36% 

Neuquén 15 27,27% 8 14,55% 32 58,18% 

Río Negro 53 57,61% 11 11,96% 28 30,43% 

Salta  157 31,91% 155 31,50% 180 36,59% 

San Juan  5 100,00% 0 0,00% 0 0,00% 

San Luis 0 0,00% 0 0,00% 3 100,00% 

Santa Cruz 7 77,78% 1 11,11% 1 11,11% 

Santa Fe 34 64,15% 3 5,66% 16 30,19% 
Santiago del 
Estero 54 68,35% 17 21,52% 8 10,13% 

Tucumán  15 83,33% 2 11,11% 1 5,56% 

Tierra del Fuego  1 100,00% 0 0,00% 0 0,00% 

Total país 651 38,59% 321 19,03% 715 42,38% 
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Observaciones particulares en torno al cuadro de situación por provincia:  

● Únicamente dos provincias, San Juan y Tierra del Fuego, registran culminación del            
relevamiento. Se trata de jurisdicciones con muy pocas Comunidades Indígenas          
registradas (cinco y una respectivamente) lo cual explica la diferencia de avance con el              
resto.  

● Del mismo modo presentan avances porcentuales considerables otras provincias con baja           
densidad de Comunidades Indígenas; por ejemplo, Tucumán (83,33%), Santa Cruz          
(77,78%), Entre Ríos (66,67%), La Pampa (57,14%), Córdoba (54,55%).  

● Destacan por sobre el resto las provincias de Jujuy, Santiago del Estero, Río Negro, Santa               
Fe y Jujuy, las cuales poseen mayor cantidad de relevamientos concluidos (148, 54, 53 y               
34, respectivamente), superando con creces la media nacional. En el caso de la provincia              
de Jujuy el Re.Te.C.I. se asienta sobre programas previos que habían avanzado en tareas              
de delimitación, demarcación e incluso titulación (P.R.A.T.P.A.J. - Programa de          
Regularización y Adjudicación de Tierras a la Población Aborigen de Jujuy; P.R.I.P.C.I. -             
Programa de Regularización y Adjudicación de la Propiedad Comunitaria Indígena). 

● Doce jurisdicciones provinciales (Buenos Aires, Catamarca, Corrientes, Chaco, Chubut,         
Formosa, La Rioja, Mendoza, Misiones, Neuquén, Salta y San Luis) presentan conclusión            
de relevamientos en términos porcentuales inferiores al 50%.  

● Formosa no ha permitido la ejecución del relevamiento en provincia ni celebrado            
convenios con el Estado Nacional para garantizar su concreción. Aunque registra 24            
Comunidades Indígenas en trámite, el mínimo avance en ejecución fue realizado de forma             
centralizada por el INAI.  
Sorprende que el único caso registrado con relevamiento concluido corresponde a la            
“Comunidad Qom Potae Napocna Navogoh (La Primavera)”, Resolución INAI N° 499, pues            
el proceso ha sido denunciado por la propia Comunidad por violación de sus derechos a la                
consulta y participación y desconocimiento de las características propias comunitarias en           
relación al uso y goce del territorio. En consecuencia, se retiraron del proceso antes de su                
culminación .  

9

● El relevamiento tampoco ha iniciado en San Luis, el gobierno local ha manifestado             
sucesivamente que las políticas y decisiones correspondientes a las Comunidades          
Indígenas radicadas en el ámbito provincial son tomadas bajo su exclusiva responsabilidad           

.  
10

● Corrientes y La Rioja tampoco han iniciado tareas específicas. En estos casos el número de               
Comunidades Indígenas del listado es sumamente acotado, tres en el primer caso y una              
en el segundo.  

● La provincia de Salta cuenta con la mayor cantidad de Comunidades Indígenas relevadas             
(157), aunque por su importante número total a relevar se refleja en un porcentaje de               
31,91%, valor por debajo de la media nacional. 

● Por la cantidad de Comunidades Indígenas que aún no han iniciado el relevamiento             
resulta particularmente grave la situación de Salta (180), Formosa (128), Jujuy (99), Chaco             
(77) y Chubut (45).  

4- Proyectos de reglamentación de la propiedad comunitaria  

9 Más precisiones en Amnistía Internacional y otros, páginas 3 y 4.  
10 Equipo Nacional de Pastoral Aborigen (ENDEPA). “Advertencia sobre la Inejecución de las Leyes              
Nacionales N° 26.160 y N° 26.554 – Emergencia de la Posesión y Propiedad Comunitaria Indígena”. ENDEPA:                

Formosa, 2011. Página 34.  
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En primer lugar, intentaremos responder la pregunta ¿es necesario contar con una ley que              
reglamente la propiedad comunitaria prevista en la Constitución Nacional o que se incluya en el               
Código Civil?  

En los últimos años, desde los gobiernos provinciales y nacional se ha planteado la falta de una ley                  
específica que reglamente el derecho a las tierras-territorios indígenas, como excusa frente al             
incumplimiento de sus obligaciones. Recurren para ello a cierta doctrina que distingue entre             
derechos “operativos” y “programáticos”, siendo los primeros aquellos que no requieren           
reglamentación para ser exigibles y los segundos los que demandan cierto desarrollo legislativo             
para tener aplicación concreta.  

Esta posición a estas alturas es arcaica y solo busca privilegiar intereses contrarios al espíritu de la                 
Constitución. Los más prestigiosos autores jurídicos, jueces, la Corte Suprema de Justicia de la              
Nación y hasta la Corte Interamericana de Derechos resuelven a favor del reconocimiento de la               

11

operatividad del artículo 75 inc. 17 de la Constitución Nacional. 

Dicho esto, debemos reconocer que se han presentado proyectos legislativos que propician la             
reglamentación de este derecho, y cuya sanción podría haber sido deseable en términos de              
seguridad jurídica y de facilitación de mecanismos de demarcación, delimitación y titularización            
comunitaria. Pero en ningún caso puede entenderse la aprobación de estas iniciativas como             
condiciones necesarias para garantizar el efectivo acceso actual a la propiedad comunitaria, pues             
se convertiría en una política regresiva en materia de derechos humanos de los pueblos indígenas. 

No puede obviarse además que en el caso de las Comunidades de Lhaka Honat la Corte                
Interamericana ha impuesto al Estado argentino la obligación, en un plazo razonable, de adoptar              
las medidas legislativas y/o de otro carácter que fueren necesarias para dotar de seguridad              
jurídica al derecho humano de propiedad comunitaria, previendo procedimientos específicos          
adecuados para tal fin.  

En la actualidad no existe ningún proyecto con estado parlamentario, es decir que se encuentre               
en consideración por alguna de las Cámaras del Congreso de la Nación.  

Reseñaremos de modo sintético algunas de las experiencias legislativas recientes, cuyo           
conocimiento es necesario si se proyecta un nuevo debate, para recuperar aspectos positivos y              
evitar caer en reglamentaciones excesivas o deficientes que ya fueron consideradas.  

4.1-Proyecto de Ley de Instrumentación de la Secretaría de Justicia de Nación  

Entre los años 2000 y 2002 la Secretaría de Justicia elaboró un breve proyecto de instrumentación                
de la propiedad comunitaria, el cual fue presentado por un colectivo de senadores.  

El proyecto circunscribe la posibilidad de titularización a las comunidades indígenas o a una              
organización mayor. Prevé un mecanismo específico, ágil y breve, que opera del siguiente modo,              
siendo las comunidades parte interesada en todo el procedimiento:  

- La comunidad solicita ante el INAI el reconocimiento de las tierras que tradicionalmente             
ocupa. 

11 En el párrafo 160 de la sentencia de la Corte Interamericana en el Caso Lhaka Honhat sostiene que a                    
partir de normativa de jerarquía constitucional no puede dudarse de que el Estado reconoce el derecho de                 
propiedad comunitaria indígena y que el mismo debe entenderse operativo, en cuanto el Estado tiene el                
deber inmediato e incondicionado de observarlo. 
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- El INAI habilita una etapa probatoria para constatar el cumplimiento de los requisitos             
(existencia de comunidad, personería jurídica y ocupación), en un plazo máximo de 30             
días hábiles.  

- El INAI emite una resolución administrativa. 
- Sin reclamo administrativo previo las partes legitimadas pueden cuestionar la resolución           

definitiva del INAI ante las Cámaras Federales. El proceso judicial debe tramitar en un              
plazo máximo de 60 días.  

- La resolución firme del INAI se publica en el Boletín Oficial, se protocoliza en Escribanía de                
Gobierno de la Nación y se inscribe en el Registro de la Propiedad Inmueble de la                
jurisdicción que corresponda.  

Todo el procedimiento se realiza sin perjuicio de la indemnización que pudiera corresponder a los               
particulares simples titulares registrales por los daños causados por el Estado por su actividad              
legítima de cambio de legislación.  

Por último, el proyecto dispone la adjudicación de otras tierras aptas y suficientes.  

4.2- Reforma del Código Civil y Comercial de la Nación  

En el año 2014 se produjo un acalorado debate por la reforma y actualización del Código Civil y                  
Comercial de la Nación. El anteproyecto de ley presentado incluía una regulación específica de la               
propiedad comunitaria, la cual fue cuestionada por la gran mayoría del arco compuesto por              
comunidades indígenas, instituciones acompañantes y especialistas, por considerar que limitaban          
y disminuían el alcance del derecho tal como estaba previsto en la Constitución Nacional, los               
tratados internacionales y la doctrina de la Corte Interamericana. Las críticas principales giraban             
en torno a los siguientes ejes:  

- Omisión de referencia a la Declaración de las Naciones Unidas sobre Derechos de los              
Pueblos Indígenas y a sus principios generales: libre determinación, autonomía,          
consentimiento previo-libre e informado;  

- Exclusión del concepto de territorios. 
- Definición de la propiedad comunitaria indígena como un derecho real, insistiendo así con             

el intento de restringirla a un marco civilista y excluyendo de su contenido la especial               
relación cultural, espiritual e identitaria que tienen los pueblos indígenas con su territorio.  

- Determinación de limitaciones y condicionamientos, por ejemplo, para ordenamientos         
territoriales, obras de infraestructura, parques nacionales, etc.  

- Establecimiento del destino de la propiedad comunitaria como tendiente al          
“aprovechamiento sustentable”, concepto extraño a las cosmovisiones indígenas.  

- Obligación de ocupar todo el espacio de forma permanente, algo ajeno al modo conforme              
a las pautas culturales indígenas, cuya ocupación a veces es intermitente, por            
temporadas, etc.  

- Regulación de número de familias necesario para considerarse comunidad indígena          
posibilitando una peligrosa injerencia estatal en la vida comunitaria. 

- Limita la titularidad a las comunidades indígenas con personería jurídica. 
- Facilitación de la transferencia de la explotación a particulares y empresas, permitiendo            

inclusive el arrendamiento si fuera parcial. 
- Falta de reconocimiento a la propiedad indígena sobre territorios urbanos ni los de             

aquellas comunidades que han sido obligadas a desplazarse o que hayan sido desalojadas             
las comunidades indígenas. 
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- Circunscripción de la propiedad comunitaria indígena a la reconocida por el relevamiento            
territorial de la Ley 26.160, que como mencionamos es insuficiente y de dilatado             
cumplimiento.  

- Establecimiento de la posibilidad reubicar y/o trasladar a las comunidades, pero no se             
aclara que esto solo puede realizarse de modo excepcional y habiendo mediado            
consentimiento previo, libre e informado comunitario.  

- Creación de organismos para la instrumentación de la propiedad comunitaria a nivel            
nacional y provincial, sin estar claros los mecanismos, objetivos ni participación indígena            
en los mismos.  

- Falta de un procedimiento específico para el reconocimiento de la propiedad comunitaria.  

Ante la contundencia de las críticas el proyecto fue modificado, se eliminó la reglamentación y en                
la reforma general se aprobó solo un artículo, el N° 18, que dispone textualmente: ​“Las               
comunidades indígenas reconocidas tienen derecho a la posesión y propiedad comunitaria de las             
tierras que tradicionalmente ocupan y de aquellas otras aptas y suficientes para el desarrollo              
humano según lo establezca la ley, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 75 inciso 17 de                  
la Constitución Nacional”.  

O sea, el artículo vigente difiere la posibilidad de reglamentación a una ley especial.  

 ​4.3- Proyecto ENOTPO 

En 2015 se presentó un proyecto denominado “Propiedad Comunitaria Indígena” elaborado por            
las Organizaciones Territoriales de Pueblos Originarios autoconvocadas en Asamblea Nacional,          
espacio más conocido como ENOTPO. El proyecto menciona adecuadamente toda la normativa de             
derecho indígena vigente.  

El proyecto define como tierras y territorios comunitarios indígenas a aquellos bienes inmuebles             
por su naturaleza, con valor cultural y social para los pueblos indígenas y sus comunidades, y cuya                 
relación se ejerce de manera colectiva.  

Entiende a la propiedad comunitaria indígena como un derecho real autónomo (independiente            
del código civil), de reconocimiento constitucional, de carácter colectivo y cuyo régimen es de              
orden público (no puede ser modificado por los particulares). Si bien se asienta en las nociones                
del buen vivir y lo vincula con la cultura de cada pueblo, reproduce la categoría de                
aprovechamiento sustentable del territorio, cuestionada ya en el ante proyecto de Código Civil y              
Comercial.  

Establece la compatibilización del ejercicio de la propiedad con la realización de infraestructura             
social básica como escuelas, centros de salud, caminos y calles de acceso, comunicación y otros               
servicios públicos indispensables para la comunidad; algo que no es necesario reglamentar y en la               
práctica ya se realiza.  

Define como caracteres de la propiedad comunitaria indígena la exclusividad (única titular la             
comunidad), perpetua, indivisible e imprescriptible. Además, es inembargable, inejecutable por          
deudas, insusceptible de gravámenes (por ejemplo, una hipoteca), inenajenable e intrasmisible,           
no pudiendo formar parte del derecho sucesorio de los integrantes de la comunidad (cuestiones              
ya establecidas de la Constitución Nacional). 

Reproduce también una posibilidad de riesgo del ante proyecto del Código Civil, la posibilidad de               
arrendamiento parcial a terceros. Pretende salvar el peligro mencionando la necesidad de            

12 
 



participación, reparto de beneficios, conservación de los recursos naturales y respeto por la             
finalidad del reconocimiento.  

Plantea también la posibilidad de constituir servidumbres reales, personales y administrativas,           
previa consulta a los pueblos indígenas y sus comunidades, lo cual es contradictorio por cuanto               
estas serían gravámenes sobre los territorios, algo expresamente prohibido.  

El objeto es amplio, abarca a las tierras-territorios ya reconocidos como propiedad comunitaria, a              
los que se ocupan tradicionalmente y aquellas otros aptas y suficientes. No se incluyen aquellos               
que fueron objetos de despojo.  

Si bien el proyecto habla de instrumentación, sólo planta la posibilidad de demarcación por el               
relevamiento de la Ley 26.160 u otros programas provinciales similares, sin establecer            
mecanismos concretos una vez que se haya concluido la delimitación. De modo genérico y sin               
modo práctico establece que otro modo será a través de la decisión de las Pueblos y sus                 
comunidades en función de su posesión tradicional.  

Al carecer de mecanismos propios acude a modos de constitución ajenos al derecho indígena,              
tales como prescripción adquisitiva, donación, compra, entre otros.  

Otro aspecto de dudosa constitucionalidad se refiere a la generación de mecanismos que             
aseguren la utilización de tierras-territorios que no estén exclusivamente ocupados por las            
comunidades, planteando la posibilidad de no titularización.  

La titularidad recae en las comunidades y pueblos indígenas. Vale decir que la Constitución              
Nacional plantea la titularidad del derecho solo a las comunidades, habría que analizar cual sería               
la conveniencia de esta ampliación a la categoría “pueblos”.  

Para asegurar su cumplimiento crea un fondo especial con financiamiento para la instrumentación             
de la propiedad comunitaria indígena en el ámbito del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas              
(INAI).  

4.4- Proyecto QOPIWINI - Odarda  

El proyecto más completo y armónico con la normativa superior, a nuestro entender fue el               
elaborado por el Dr. Darío Rodríguez Duch y un equipo de asesores de diferentes legisladores               
nacionales, en respuesta y articulación permanente con la organización Qo.Pi.Wi.Ni. Fue           
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presentado por la Senadora Magdalena Odarda, actual presidenta del INAI. Con posterioridad se             
sometió a una ronda de diálogos en diferentes puntos del país, con la intención de ser                
incorporadas modificaciones al proyecto, pero esto aún no sucedió.  

Define a la propiedad comunitaria indígena como un derecho autónomo, omitiendo alusión a la              
forzada categoría de derecho real. Le asigna carácter colectivo y de fuente constitucional.             
Constituye un derecho humano y es el fundamento jurídico para definir el territorio, base de la                
subsistencia material y espiritual de los Pueblos Indígenas, de su reproducción, desarrollo socio             
cultural y de su identidad para su buen vivir. Respeta e incluye la noción de Territorio,                
considerando al mismo como el espacio físico y espiritual dentro del cual se desarrolla y               
reproduce la vida y la cultura de cada pueblo indígena; se desenvuelve su cosmovisión, sus               
costumbres, usos, prácticas, valores y conocimientos; permitiendo el desarrollo de su propio            

12 Organización que nuclea a los Pueblos Qom, Pilagá, Wichí y Nivaclé y que nace como consecuencia de un 
acampe indígena en Bs As.  
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proyecto cultural de vida. La amplia definición abarca a aquellos lugares en los que ejercen o han                 
ejercido un uso comunitario, una relación cultural o espiritual. 

La propiedad comunitaria indígena integra la superficie, el subsuelo, la biósfera y el espacio aéreo               
inmediatamente ubicado por encima del territorio comunitario indígena. Para cualquier proyecto           
de desarrollo refuerza la obligación de realizar consulta previa y obtener el consentimiento             
previo, libre e informado (regulando un proceso especial en este sentido, cuestión que podría              
reservarse para otra ley especial).  

Reproduce los caracteres constitucionales de la figura, agregando expresamente la administración           
autónoma y la inarrendabilidad. Se admite la posibilidad de realizar otros actos jurídicos en el               
territorio con consentimiento comunitario, sin aludir específicamente cuáles, algo que podría           
tornarse riesgoso de aprobarse. 

La titulación de la propiedad comunitaria indígena podrá instrumentarse a favor de una o más 
Comunidades Indígenas o de una o más Organizaciones de Pueblos Indígenas. 

Establece un procedimiento especial para el reconocimiento y titularización, que se desarrolla de 
la siguiente manera:  

- Inscripción en el Registro Nacional de Comunidades Indigenas u organismos provinciales.  
- Solicitud de reconocimiento de la propiedad comunitaria indígena ante el INAI, el cual             

debe resolver en un plazo máximo de 60 días.  
- Todas las partes legitimadas pueden cuestionar la resolución definitiva del INAI ante las             

Cámaras Federales. El proceso judicial debe tramitar en un plazo máximo de 60 días,              
pudiendo ampliarse por motivos probatorios.  

- Pase a Unidades Ejecutoras de Análisis e Instrumentación de la Propiedad Comunitaria            
que se crearán en cada provincia (integradas por representantes del Estado y de los              
pueblos indígenas en igual proporción).  

- Elaboración de una propuesta de instrumentación.  
- Registración catastral y homologación por parte del estado nacional o provincial.  

La cartografía producto del relevamiento de la Ley N° 26.160 es considerada prueba suficiente de               
la posesión comunitaria indígena y con el valor de mensura.  

Por último, crea un Fondo Federal de Reparación Histórica para la Instrumentación de la              
Propiedad Indígena. 

4.5- Proyecto de OPINOA 

El último proyecto fue impulsado por OPINOA (Organizaciones de Pueblos Indígenas del NOA) y              
presentado por las Diputadas Victoria Donda y Silvia Horne. Combina en su articulado             
disposiciones ya previstas en otros proyectos (a los cuales se remitirá para evitar reiteraciones),              
incorporando algunas cuestiones novedosas.  

La definición de propiedad comunitaria indígena, características, amplitud y titularidad son           
idénticas a la del proyecto que identificamos como QOPIWINI - Odarda. Reproduce también la              
posibilidad de realizar otros actos jurídicos con consentimiento de la comunidad.  

En relación a la finalidad toma las versiones anteriores, ya criticadas, en las que se menciona la                 
tendencia al aprovechamiento sustentable de la tierra.  
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Establece un procedimiento específico para la instrumentación de la propiedad comunitaria           
vinculado con el relevamiento de la Ley N° 26.160. Se operativizaría del siguiente modo:  

- Inscripción en el Registro Nacional de Comunidades Indigenas u organismos provinciales.  
- Solicitud de reconocimiento de la propiedad comunitaria indígena ante el INAI, el cual             

debe enmarcarse en el relevamiento de la Ley N° 26.160 y resolverse con un acto               
administrativo en un plazo máximo de 60 días. Si la comunidad ya cuenta con el               
relevamiento concluido se dispondrá la inscripción en el registro especial que se creará en              
las Direcciones de Catastro provinciales.  

- No se precisa la posibilidad de recurrir ante la justicia contra el acto administrativo.  
- Pase a Unidades Ejecutoras de Análisis e Instrumentación de la Propiedad Comunitaria            

que se crearán en cada provincia (integradas por representantes del Estado y de los              
pueblos indígenas en igual proporción).  

- Inscripción en un registro especial en los catastros provinciales. 
- Notificación a las comunidades, organizaciones y titulares registrales afectados.  
- Realización de los actos necesarios tendientes a lograr el reconocimiento y la            

instrumentación de la posesión y propiedad comunitaria indígena en el territorio de su             
jurisdicción.  

- Dictado del acto administrativo de reconocimiento de la propiedad comunitaria indígena           
para su inscripción en el Registro Especial de la Propiedad Inmueble provincial. 

La instrumentación de la propiedad comunitaria indígena se realizará sin perjuicio de la             
indemnización que pudiera corresponder a los titulares registrales o poseedores de buena fe, o en               
el marco de los procesos expropiatorios cuando fueran procedentes, de acuerdo a las normas              
reglamentarias que se establezcan en base a un proceso apropiado de Consulta Previa, libre e               
Informada. 

El proyecto prevé la creación de un Consejo Federal de la Propiedad Indígena, integrado por               
representantes del gobierno nacional, gobiernos provinciales, de los Pueblos Indígenas          
propuestos por las organizaciones territoriales indígenas y del Consejo de Participación Indígena.            
Tendrá como funciones garantizar la instrumentación de la propiedad comunitaria, diseñar el            
marco regulatorio a los efectos de posibilitar la entrega de otras tierras aptas y suficientes para el                 
desarrollo humano y promover el aprovechamiento sustentable de las tierras en propiedad            
indígena, con el consentimiento previo libre e informado. 

También crea un Fondo Federal de Reparación Histórica  

5- Pautas necesarias en una ley de propiedad comunitaria indígena en Argentina 

Ante la posibilidad de apertura de debate y sanción de una ley de propiedad comunitario resulta                
útil realizar un resumen de los contenidos mínimos que debiera tener para resultar adecuada a los                
estándares internacionales de derechos humanos, surgidos de la normativa y de la jurisprudencia             
de la Corte Interamericana, que son de aplicación obligatoria en nuestro país. 

En síntesis, los principios básicos establecidos en relación a las Tierras y Territorios Indígenas              
pueden resumirse del siguiente modo: 

- La cultura de los miembros de las Comunidades Indígenas corresponde a una forma de vida                
particular de ser, ver y actuar en el mundo, constituida a partir de su estrecha relación con sus                  
tierras tradicionales y recursos naturales, no sólo por ser éstos su principal medio de subsistencia,               
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sino además porque forman parte de su cosmovisión, religiosidad y, por ende, de su identidad.               
Esta noción debe ser transversal en toda la norma.  

- La posesión tradicional indígena sobre sus tierras-territorios debe considerarse con los mismos             
efectos que el título de propiedad.  

- Debe desarrollar y establecer mecanismos específicos, eficaces y rápidos para que el Estado              
cumpla con las obligaciones de reconocimiento de la propiedad comunitaria, de demarcación,            
delimitación y titulación. 

- En el concepto de posesión y propiedad comunitaria debe abarcar tanto la noción de tierras                
como de territorios y garantizar el acceso, control, uso, usufructo y goce de los bienes naturales.  

- Debe contemplar el caso de los Pueblos Indígenas que por razones ajenas a su voluntad han                 
perdido total o parcialmente la posesión de sus tierras tradicionales, instrumentando modos de             
recuperación mientras se mantenga la relación material y espiritual con ellas; o si fuera imposible               
de obtención de otras tierras de igual extensión y calidad. 

- En caso de conflictos entre comunidades indígenas y terceros titulares registrales de buena debe               
privilegiar el derecho a la propiedad comunitaria de las primeras atendiendo a su especial relación               
con la tierra necesaria para su subsistencia y prever el pago de justas indemnizaciones para los                
segundos.  

- Recalcar que el Estado debe abstenerse de realizar actos que afecten la existencia, el valor, el                 
uso o el goce de su territorio y garantizar que no exista ningún tipo de interferencia externa de                  
terceros.  
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